REVOCACIÓN CONTRA CRÉDITO FISCAL CON FIRMA FACSIMILAR

                                                                                      NOMBRE DEL PROMOVENTE.

                                                                                      ASUNTO:SE INTERPONE RECURSO DE 

                                                                                      REVOCACION.

                                                                                      ESCRITO INICIAL.

SERVICIO DE ADMINISTRACION TRIBUTARIA.

ADMINISTRACION GENERAL JURIDICA.

ADMINISTRACION LOCAL JURIDICA DE _____.

C. _____, en mi calidad de representante legal de la persona jurídica denominada _____, personalidad que acredito en mérito de la copia fotostática simple de la escritura pública número _____ inscrita en el protocolo del Notario Público número _____ de _____, indicando como clave en el Registro Federal de Contribuyentes de mi representada señalando como mi domicilio fiscal y para efectos de oír y recibir toda clase de notificaciones, aún las de carácter personal, el inmueble ubicado en _____, autorizando para tales efectos así como para exhibir y recoger todo tipo de documentos y valores a los señores Licenciados en Derecho _____ y _____, indistintamente, ante esa H. Administración, como mejor proceda, respetuosamente comparezco para exponer:

Que por medio del presente ocurso, con fundamento en lo regulado por el artículo 117 fracción I inciso a) y fracción II inciso a), 121, 122, 123 y demás relativos y conducentes del Código Fiscal de la Federación, vengo a interponer recurso de revocación en contra de determinación de multa por infracciones establecidas en el Código Fiscal de la Federación, relativas al crédito fiscal número _____ número de control _____ folio número _____, supuestamente emitida por el C.P. _____, Administrador Local de Recaudación de _____, toda vez que la misma se encuentra confeccionada en forma contraria a derecho.

Tuve conocimiento del acto recurrido con fecha _____.

A efecto de dar cumplimiento a lo regulado por el artículo 122 fracción III del Código Fiscal de la Federación, expreso los siguientes:

HECHOS:

1.- Con fecha _____, tuve conocimiento de determinación de multa por infracciones establecidas en el Código Fiscal de la Federación, relativas al crédito fiscal número _____ número de control ______ folio número _____ supuestamente emitida por el C.P. _____, Administrador Local de Recaudación de _____.

2.- Tal acto administrativo se encuentra confeccionado en forma contraria a derecho, toda vez que no observa el orden jurídico que le es aplicable ni las interpretaciones jurisdiccionales que a través de tesis jurisprudenciales al efecto se han confeccionado, mismas que la autoridad administrativa se encuentra obligada a observar, de conformidad con la siguiente tesis:

Novena Epoca

Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DECIMO CUARTO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

Tomo: VIII, Diciembre de 1998

Tesis: XIV.1o.8 K          

Página:  1061

JURISPRUDENCIA. ES OBLIGATORIA PARA LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS EN ACATAMIENTO AL PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE DIMANA DEL ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL.  Si bien los artículos 192 y 193 de la Ley de Amparo que determinan la obligatoriedad de la jurisprudencia que establezca la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno o en Salas y cada uno de los Tribunales Colegiados de Circuito, se refieren de manera genérica a órganos jurisdiccionales sin hacer mención a las autoridades administrativas, éstas también quedan obligadas a observarla y aplicarla, lo cual se deduce del enlace armónico con que se debe entender el texto del artículo 16, primer párrafo, de la Constitución Federal y el séptimo párrafo del artículo 94 de la misma Codificación Suprema; ello porque, por un lado, la jurisprudencia no es otra cosa sino la interpretación reiterada y obligatoria de la ley, es decir, se trata de la norma misma definida en sus alcances a través de un procedimiento que desentraña su razón y finalidad; y por el otro, que de conformidad con el principio de legalidad que consagra la primera de las disposiciones constitucionales citadas, las autoridades están obligadas a fundar y motivar en mandamiento escrito todo acto de molestia, o sea que deberán expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso, así como las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del mismo. Por tanto, conjugando ambos enunciados, obvio es que para cumplir cabalmente con esta obligación constitucional, toda autoridad deberá no solamente aplicar la ley al caso concreto, sino hacerlo del modo que ésta ha sido interpretada con fuerza obligatoria por los órganos constitucional y legalmente facultados para ello. En conclusión, todas las autoridades, incluyendo las administrativas, para cumplir cabalmente con el principio de legalidad emanado del artículo 16 constitucional, han de regir sus actos con base en la norma, observando necesariamente el sentido que la interpretación de la misma ha sido fijado por la jurisprudencia.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO.

Revisión fiscal 27/98. Administrador Local Jurídico de Ingresos de Mérida. 1o. de octubre de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero Mijangos.

En consecuencia, a efecto de comprobar los extremos de antijuridicidad a que aludo, procedo a expresar de mi parte los siguientes:

AGRAVIOS:

UNICO.- Infracción a lo regulado por el artículo 38 fracción III y IV del Código Fiscal de la Federación.

El acto que ahora se combate se combate se encuentra indebidamente fundado y motivado. En este sentido, como es de explorado derecho, solo mediante la suscripción autógrafa de un acto de autoridad se puede vincular al suscriptor del mismo con su contenido y efectos, lo cual da a lugar a que en el presente caso se este en presencia de una flagrante violación a tal mandato. En efecto, como se puede apreciar del simple análisis de la determinación combatida, el mismo se encuentra suscrito mediante firma impresa, lo cual da lugar a su antijuridicidad. En este sentido se ha pronunciado el Poder Judicial de la Federación, a través de la confección de la siguiente jurisprudencia:

Séptima Epoca

Instancia: TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 133-138 Sexta Parte

Página:   281

FIRMA AUTOGRAFA, RESOLUCION CARENTE DE. ES INCONSTITUCIONAL.  Si bien es cierto que el artículo 16 constitucional no establece expresamente que las autoridades firmen su mandamientos autógrafamente, sí se desprende del citado artículo, al exigir que exista un mandamiento escrito que funde y motive la causa legal del procedimiento, que los mandamientos de autoridad ostenten la firma original. En efecto, por "firma", según el Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española, se entiende: "Nombre y apellido, o título de una persona que ésta pone con rúbrica al pie de un documento escrito de mano propia o ajena, para darle autenticidad o para obligarse a lo que en él se dice. El vocablo "firma" deriva del verbo "firmar" y éste del latín "firmare", cuyo significado es afirmar o dar fuerza. A su vez, la palabra "firmar", se define como "Afirmar, dar firmeza y seguridad a una cosa" (Diccionario citado). En este orden de ideas y trasladando los mencionados conceptos al campo del derecho constitucional, debe decirse que la firma consiste en asentar al pie de una resolución o acto escrito de autoridad, el nombre y apellido de la persona que los expide, en la forma (legible o no) en que acostumbra hacerlo, con el propósito de dar autenticidad y firmeza a la resolución así como aceptar la responsabilidad que deriva de la emisión del mandamiento. Es por ello que la firma de una resolución, para que tenga validez a la luz de la Constitución General de la República, debe ser autógrafa, pues ésta es la única forma en que la persona que la asienta, adquiere una relación directa entre lo expresado en el escrito y la firma que debe calzarlo; es decir, es la única forma en que la autoridad emitente acepta el contenido de la resolución con las consecuencias inherentes a ella y además es la única forma en que se proporciona seguridad al gobernado de que el firmante ha aceptado expresamente el contenido de la resolución y es responsable de la misma. Desde luego es irrelevante para que exista esa seguridad jurídica en beneficio del gobernante (quien firma) y el gobernado (quien recibe o se notifica de la resolución firmada), que la resolución o acto de autoridad se encuentren o no impresos, pues al firmar la autoridad emitente se responsabiliza del contenido, sea cual fuere la forma en que se escribió la resolución. Pero en cambio, no puede aceptarse que la firma se encuentre impresa, pues en estos casos no existe seguridad jurídica ni para el gobernante ni para el gobernado, de que la autoridad de manera expresa se ha responsabilizado de las consecuencias de la resolución.

TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO.

Séptima Epoca:

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en revisión 527/79. Andrés de Alba. 21 de febrero de 1980. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en revisión 7/80. Jorge de Alba. 21 de febrero de 1980. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en revisión 452/79. Radio Potosina, S. A. 6 de marzo de 1980. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en revisión 11/80. Cinemas Gemelos de San Luis Potosí, S. A. 13 de marzo de 1980. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en revisión 52/80. Miguel Fernández Arámbula. 19 de marzo de 1980. Unanimidad de votos. La publicación no menciona ponente.

Adicionalmente, no debe de dejar de considerarse que la ausencia de consignación de una firma autógrafa en un acto de autoridad, como en la especie lo actualiza la determinación que se ataca, da lugar a que se estime que el mismo no se encuentra debidamente fundado ni motivado, toda vez que se carece del signo gráfico que le da validez a las actuaciones autoritarias. Al respecto resulta aplicable el siguiente criterio jurisdiccional:

Octava Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 56, Agosto de 1992

Tesis: 2a./J. 2/92         

Página:    15

FIRMA FACSIMILAR. DOCUMENTOS PARA LA NOTIFICACION DE CREDITOS FISCALES.  Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido reiteradamente el criterio de que de conformidad con lo dispuesto por los artículos 14 y 16 de la Constitución General de la República, para que un mandamiento de autoridad esté fundado y motivado, debe constar en el documento la firma autógrafa del servidor público que lo expida y no un facsímil, por consiguiente, tratándose de un cobro fiscal, el documento que se entregue al causante para efectos de notificación debe contener la firma autógrafa, ya que ésta es un signo gráfico que da validez a los actos de autoridad, razón por la cual debe estimarse que no es válida la firma facsimilar que ostente el referido mandamiento de autoridad.

Contradicción de tesis. Varios 16/90. Entre las sustentadas por el Primero y Segundo Tribunales Colegiados del Sexto Circuito. 21 de noviembre de 1991. Mayoría de 4 votos. Disidente: Carlos de Silva Nava. Ponente: Fausta Moreno Flores. Secretario: Víctor Hugo Mendoza Sánchez.

Tesis de Jurisprudencia 2/92. aprobada por la Segunda Sala de este alto Tribunal, en sesión privada de veintinueve de junio de mil novecientos noventa y dos, por unanimidad de cinco votos de los señores ministros: Presidenta Fausta Moreno Flores, Atanasio González Martínez, Carlos de Silva Nava, Noé Castañón León y José Manuel Villagordoa Lozano.

En el mismo sentido:

Séptima Epoca

Instancia: Segunda Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Tomo: 157-162 Tercera Parte

Página:    77

FIRMA FACSIMILAR. EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD EN QUE SE ESTAMPA CARECE DE LA DEBIDA FUNDAMENTACION Y MOTIVACION.  Conforme a los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, nadie puede ser molestado en sus propiedades y posesiones sin mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive adecuadamente la causa legal del procedimiento. De aquí que, para que un cobro fiscal pueda considerarse un mandamiento de autoridad competente, debe constar en un documento público debidamente fundado, que, en los términos del artículo 129 del Código Federal de Procedimientos Civiles, es el expedido por un funcionario público en el ejercicio de sus funciones, cuya calidad de tal "se demuestra por la existencia regular sobre los documentos, de los sellos, firmas y otros signos exteriores que en su caso, prevengan las leyes". De ello se deduce que la firma que a dichos documentos estampe la autoridad, debe ser siempre auténtica, ya que no es sino el signo gráfico con el que, en general, se obligan las personas en todos los actos jurídicos en que se requiere la forma escrita, de tal manera que carece de valor una copia facsimilar, sin la firma auténtica del original del documento en que la autoridad impone un crédito a cargo del causante, por no constar en mandamiento debidamente fundado y motivado.

Revisión fiscal 86/81. Lasky, S.A. 15 de abril de 1982. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Jorge Iñárritu.

Séptima Epoca, Tercera Parte:

Volúmenes 145-150, página 67. Revisión fiscal 69/80. Sociedad Mercantil Metropolitana, S.A. 19 de enero de 1981. Cinco votos. Ponente: Atanasio González Martínez.

Volúmenes 139-144, página 73. Revisión fiscal 95/79. Mercado de Materiales, S.A. 30 de abril de 1980. Cinco votos. Ponente: Carlos del Río Rodríguez.

Volúmenes 127-132, página 44. Revisión fiscal 30/79. Diseños y Maquilas de Iguala, S.A. 6 de septiembre de 1979. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Jorge Iñárritu.

En consecuencia, debe revocarse el acto recurrido.

A efecto de acreditar la veracidad de lo aquí argumentado, ofrezco de parte de mí representada la siguiente:

PRUEBA:

1. La documental pública consistente en original de determinación de multas por infracciones establecidas en el Código Fiscal de la Federación, relativas al crédito fiscal número _____ número de control _____ folio número _____ supuestamente emitida por el C.P. _____ Administrador Local de Recaudación de _____.

Por lo expuesto y fundado,

A ESA H. ADMINISTRACION, atentamente solicito se sirva:

UNICO.- En su oportunidad, cancelar el acto recurrido por no encontrarse formulado conforme a derecho.

PROTESTO LO NECESARIO.

__(Lugar y fecha de la promoción)__

____________________________

(Nombre y firma del que suscribe).

